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1.  Cotizaciones a la seguridad social: 

1.1. Cuota empresarial de la Seguridad social: 

Con el objetivo de aligerar los costes en los que incurren las empresas, en los casos de fuerza 

mayor regulados en este real decreto-ley, otra de las novedades incorporadas, es la 

exoneración a las empresas del pago del 75 % de la aportación empresarial a la 

Seguridad Social alcanzando dicha exoneración el 100 % de la cuota cuando se trate de 

empresas de menos de 50 trabajadores, siempre que éstas se comprometan a mantener 

el empleo.  

Hasta ahora, sólo en los casos en los que la fuerza mayor derive de acontecimientos 

catastróficos naturales que supongan la destrucción total o parcial de la empresa o centro de 

trabajo impidiendo la continuidad de la actividad el empresario se podría exonerar del pago de 

las cotizaciones a la Seguridad Social.  

2. Medidas de apoyo a los autónomos: 

El RD Ley 11/2020, regula una batería de medidas en apoyo de los autónomos. 

2.1. Moratoria de las cotizaciones sociales a la Seguridad Social. 

1. Se habilita a la Tesorería General de la Seguridad Social a otorgar moratorias de 

seis meses, sin interés, a las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos 

en cualquier régimen de la Seguridad Social, que lo soliciten y cumplan los requisitos 

y condiciones que se establecerán mediante Orden del Ministro de Inclusión, Seguridad 

Social y Migraciones previo acuerdo de la Comisión Delegada del Gobierno para 

Asuntos Económicos. La moratoria en los casos que sea concedida afectará al pago 

de sus cotizaciones a la Seguridad Social y por conceptos de recaudación conjunta, cuyo 

período de devengo, en el caso de las empresas esté comprendido entre los meses 

de abril y junio de 2020 y, en el caso de los trabajadores por cuenta propia entre 

mayo y julio de 2020, siempre que las actividades que realicen no se hayan 

suspendido con ocasión del estado de alarma declarado por el Real Decreto 463/2020, 

de 14 de marzo. 

2. Las solicitudes de moratoria deberán presentarse, en el caso de empresas, a 

través del Sistema de remisión electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social 

(Sistema RED) regulado en la Orden ESS/484/2013, y en el caso de los trabajadores 

por cuenta propia a través del citado Sistema RED o por los medios electrónicos 

disponibles en la sede electrónica de la Secretaría de Estado de la Seguridad Social 

(SEDESS). 

Las empresas deberán presentar solicitudes individualizadas por cada código de 

cuenta de cotización donde figuren de alta los trabajadores respecto de los que se 
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solicita la moratoria en el pago de sus cotizaciones a la Seguridad Social y por 

conceptos de recaudación conjunta. 

La Tesorería General de la Seguridad Social podrá habilitar cualquier otro medio 

electrónico distinto al Sistema RED o SEDESS para que se efectúe la solicitud. 

A estos efectos, la comunicación, a través de los medios indicados, de la identificación 

del código de cuenta de cotización y del período de devengo objeto de la moratoria, 

tendrá la consideración de solicitud de esta. 

3. Las solicitudes de moratoria deberán comunicarse a la Tesorería General de la 

Seguridad Social dentro de los 10 primeros días naturales de los plazos reglamentarios 

de ingreso correspondientes a los períodos de devengo señalados en el apartado 

primero, sin que en ningún caso proceda la moratoria de aquellas cotizaciones cuyo plazo 

reglamentario de ingreso haya finalizado con anterioridad a dicha solicitud. 

4. La concesión de la moratoria se comunicará en el plazo de los tres meses siguientes 

al de la solicitud, a través de los medios señalados en el apartado segundo de este 

artículo. No obstante, se considerará realizada dicha comunicación con la efectiva 

aplicación de la moratoria por parte de la Tesorería General de la Seguridad Social en 

las liquidaciones de cuotas que se practiquen a partir del momento en que se presente 

la solicitud. 

5. Esta moratoria no será de aplicación a los códigos de cuenta de cotización por los 

que las empresas hayan obtenido exenciones en el pago de la aportación empresarial así 

como en las cuotas de recaudación conjunta, regulada en el artículo 24 Del Real Decreto 

Ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al 

impacto económico y social del COVID-19, como consecuencia de los procedimientos de 

suspensión de contratos y reducción de jornada por fuerza mayor a que se refiere dicho 

artículo. 

6. En aplicación de lo previsto en el texto refundido de la Ley sobre Infracciones y 

Sanciones en el Orden Social, aprobado por el Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 

de agosto, las solicitudes presentadas por las empresas, o por los trabajadores por 

cuenta propia, que contuvieran falsedades o incorrecciones en los datos facilitados 

darán lugar a las sanciones correspondientes. 

Se considerará a estos efectos como falsedad o incorrección haber comunicado a la 

Tesorería General de la Seguridad Social en la solicitud de inscripción como empresa, 

o en el alta del trabajador en el correspondiente Régimen Especial, o en variación de 

datos posterior a la inscripción, o al alta, una actividad económica falsa o incorrecta, así 

como aquellos otros datos que determinen la existencia de las condiciones y requisitos a 

los que se refiere el apartado primero. 

El reconocimiento indebido de moratorias como consecuencia de alguno de los 

incumplimientos previstos en el párrafo anterior, dará lugar a la revisión de oficio del 

acto de reconocimiento de la moratoria. En tales supuestos, y sin perjuicio de la 
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responsabilidad administrativa o penal que legalmente corresponda, la empresa, o el 

trabajador por cuenta propia, resultarán de aplicación a las cuotas a las que se hubiese 

aplicado indebidamente la moratoria el correspondiente recargo e intereses, de 

conformidad con lo establecido en el Reglamento General de Recaudación de la 

Seguridad Social. 

2.2. Aplazamientos:  

Artículo 35. Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social. 

Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen de la 

Seguridad social o los autorizados para actuar a través del Sistema de remisión 

electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), siempre que no 

tuvieran otro aplazamiento en vigor, podrán solicitar el aplazamiento en el pago de sus 

deudas con la Seguridad Social cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lugar entre los 

meses de abril y junio de 2020, en los términos y condiciones establecidos en la normativa 

de Seguridad Social, siendo de aplicación un interés del 0,5% en lugar del previsto en el 

artículo 23.5 del Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por 

el Real Decreto-Ley 8/2015, de 30 de octubre. Estas solicitudes de aplazamiento deberán 

efectuarse antes del transcurso de los diez primeros naturales del plazo reglamentario de 

ingreso anteriormente señalado. 

 

El RD Ley 15/2020, modifica las previsiones del artículo 35 del RD Ley 11/20 en el 

siguiente sentido: 

 

El artículo 35 queda redactado en los siguientes términos:  

«Artículo 35. Aplazamiento en el pago de deudas con la Seguridad Social.  

 

1. Las empresas y los trabajadores por cuenta propia incluidos en cualquier régimen 

de la Seguridad social o los autorizados para actuar a través del Sistema de remisión 

electrónica de datos en el ámbito de la Seguridad Social (Sistema RED), siempre que no 

tuvieran otro aplazamiento en vigor, podrán solicitar el aplazamiento en el pago de 

sus deudas con la Seguridad Social cuyo plazo reglamentario de ingreso tenga lugar 

entre los meses de abril y junio de 2020, en los términos y condiciones establecidos en 

la normativa de Seguridad Social, pero con las siguientes particularidades:  

1.ª Será de aplicación un interés del 0,5% en lugar del previsto en el artículo 23.5 del 

Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.  

2.ª Las solicitudes de aplazamiento deberán efectuarse antes del transcurso de los diez 

primeros días naturales de cada uno de los plazos reglamentarios de ingreso 

anteriormente señalados.  
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3.ª El aplazamiento se concederá mediante una única resolución, con independencia 

de los meses que comprenda, se amortizará mediante pagos mensuales y determinará 

un plazo de amortización de 4 meses por cada mensualidad solicitada a partir del 

mes siguiente al que aquella se haya dictado, sin que exceda en total de 12 

mensualidades.  

4.ª La solicitud de este aplazamiento determinará la suspensión del procedimiento 

recaudatorio respecto a las deudas afectadas por el mismo y que el deudor sea 

considerado al corriente de sus obligaciones con la Seguridad Social hasta que se 

dicte la correspondiente resolución.  

2. El aplazamiento a que se refiere el presente artículo será incompatible con la moratoria 

regulada en el artículo anterior (Artículo 34. Moratoria de las cotizaciones sociales a la 

Seguridad Social). Las solicitudes de aplazamiento por periodos respecto de los que 

también se haya solicitado la citada moratoria se tendrán por no presentadas, si al 

solicitante se le ha concedido esta última.»  

 

2.3. Flexibilización en materia de suministros 

 

Artículo 42. Flexibilización de los contratos de suministro de electricidad para autónomos y 

empresas. 

1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de suministro 

de electricidad titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante su alta en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 

Autónomos o asimilable, y empresas se podrán acoger a las siguientes medidas: 

a) En cualquier momento, podrán suspender temporalmente o modificar sus contratos de 

suministro, o las prórrogas de dichos contratos, para contratar otra oferta alternativa con el 

comercializador con el que tienen contrato vigente, al objeto de adaptar sus contratos a 

sus nuevas pautas de consumo, sin que proceda cargo alguno en concepto de penalización. 

b) Los distribuidores atenderán las solicitudes de cambio de potencia o de peaje de acceso, 

con independencia de que el consumidor hubiera modificado voluntariamente las 

condiciones técnicas de su contrato de acceso de terceros a la red en un plazo inferior a 

doce meses, y aunque no se haya producido ningún cambio en la estructura de peajes de 

acceso o cargos que le afecte. Cuando las solicitudes no puedan atenderse por medios 

remotos, las actuaciones de campo que, en su caso, fueran necesarias, estarán sujetas 

a los planes de contingencia adoptados y comunicados por las empresas distribuidoras. 

En caso de que el consumidor cuente con una autorización para la aplicación conjunta de una 

única tarifa de acceso, de conformidad con lo establecido en el artículo 5.3. 4.º del Real 

Decreto 1164/2001, de 26 de octubre, por el que se establecen tarifas de acceso a las 
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redes de transporte y distribución de energía eléctrica, podrá solicitar el cambio de 

potencia o de peaje de acceso sin que medie resolución expresa de la Dirección General 

de Política Energética y Minas. Los distribuidores deberán atender las solicitudes en los 

términos establecidos en este artículo. En todo caso, los consumidores deberán notificar a 

esa Dirección General las solicitudes realizadas a los distribuidores. 

2. Una vez finalizado el estado de alarma, en el plazo de tres meses, el consumidor que 

haya solicitado la suspensión de su contrato de suministro podrá solicitar su reactivación. En 

el mismo plazo de tres meses tras la finalización del estado de alarma, el 

consumidor que haya solicitado la modificación de su contrato de suministro o la 

modificación de los parámetros técnicos del contrato de acceso de terceros a la red 

prevista en el apartado anterior, podrá solicitar una nueva modificación del contrato de 

suministro o unos nuevos valores de los parámetros técnicos del contrato de acceso de 

terceros a la red. Cuando el consumidor cuente con una autorización para la aplicación 

conjunta de una única tarifa de acceso, este deberá notificar a la Dirección General de 

Política Energética y Minas dicha solicitud. 

3. Las reactivaciones del contrato de suministro y las modificaciones de los contratos 

anteriormente señaladas se realizarán en el plazo máximo de cinco días naturales y sin 

que proceda la repercusión de coste alguno sobre el consumidor, a excepción de: 

a) los pagos por derechos de extensión por incrementos de potencia contratada por encima 

del umbral contratado antes del inicio del estado de alarma, 

b) los pagos por supervisión de instalaciones cedidas, en su caso, y, 

c) en el caso de que resultase necesario el cambio de los equipos de medida, el pago de 

actuaciones sobre los equipos de control y medida previstos en el capítulo VII del Real 

Decreto 1048/2013, de 27 de diciembre, por el que se establece la metodología de 

retribución de la actividad de distribución de energía eléctrica. 

En la aplicación, en su caso, de los pagos anteriormente citados se estará a lo previsto en el 

capítulo VII del Real Decreto 1048/2013, de 27 de diciembre, por el que se establece la 

metodología de retribución de la actividad de distribución de energía eléctrica. 

En el caso de que la nueva modificación de potencia no supere el umbral contratado antes 

del inicio del estado de alarma, tampoco se aplicará lo dispuesto en el artículo 83.5 del 

Real Decreto 1955/2000, de 1 de diciembre, por el que se regulan las actividades de 

transporte, distribución, comercialización, suministro de electricidad y procedimientos de 

autorización de instalaciones de energía eléctrica, sobre la revisión de las instalaciones de 

más de veinte años. 

4. En las leyes de Presupuestos Generales del Estado que se aprueben tras la entrada en 

vigor de este real decreto-ley, y con el fin de compensar en el Sistema Eléctrico la 

reducción de ingresos consecuencia de las medidas previstas en el apartado 1 anterior, 

se dotará un crédito en la sección presupuestaria del Ministerio para la Transición Ecológica 
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y el Reto Demográfico por el importe equivalente a la reducción de ingresos para el 

Sistema Eléctrico atribuible a dichas medidas en el ejercicio anterior. 

El importe al que se refiere el párrafo anterior, será transferido a la Comisión Nacional de los 

Mercados y la Competencia, e incorporado de una sola vez, como ingreso, al sistema de 

liquidaciones del sistema eléctrico gestionado por ese organismo. 

 

Artículo 43. Flexibilización de los contratos de suministro de gas natural. 

1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de suministro 

de gas natural titularidad de autónomos que acrediten dicha condición mediante su 

alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta 

Propia o Autónomos o asimilable, y empresas se podrán acoger a las siguientes 

medidas: 

a) El titular del punto de suministro podrá solicitar a su comercializador la modificación del 

caudal diario contratado, la inclusión en un escalón de peaje correspondiente a un 

consumo anual inferior o la suspensión temporal del contrato de suministro sin coste 

alguno para él. 

b) El comercializador podrá solicitar al distribuidor o transportista alguna de las siguientes 

medidas: 

1. º) El cambio de escalón de peajes del término de conducción del peaje de transporte y 

distribución; 

2. º) La reducción de caudal contratado en productos de capacidad de salida de duración 

estándar o de duración indefinida, en este último caso sin que hayan tenido que 

transcurrir 12 meses desde la última modificación del caudal contratado y sin que dicha 

modificación se contabilice a los efectos del plazo mínimo para la solicitud de una nueva 

modificación; 

3. º) La anulación de los productos de capacidad de salida contratados y la suspensión 

temporal de contratos de acceso de duración indefinida, sin ninguna restricción. 

c) Todos los ahorros derivados de los menores pagos de peajes consecuencia de la 

aplicación de las medidas anteriores deberán ser repercutidos íntegramente por el 

comercializador al titular del punto de suministro. 

2. Las modificaciones de los contratos anteriormente señaladas se realizarán sin que 

proceda la repercusión de coste alguno sobre el comercializador o el consumidor por parte 

de distribuidores y transportistas, con independencia de la fecha de fin de vigencia del 

contrato de acceso o del plazo transcurrido desde su firma o última modificación. Cuando 

las solicitudes no puedan atenderse por medios remotos, las actuaciones de campo que, 

en su caso, fueran necesarias, estarán sujetas a los planes de contingencia adoptados y 

comunicados por las empresas distribuidoras. 

3. Una vez finalizado el estado de alarma, en el plazo de tres meses, el titular del punto de 
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suministro que haya solicitado la modificación de la capacidad contratada o del escalón 

del peaje de acceso podrá solicitar el incremento de caudal o cambio de escalón de 

peajes del Grupo 3 sin ninguna limitación temporal o coste alguno. En caso de 

suspensión temporal del contrato de acceso, la nueva activación del contrato se hará en el 

plazo máximo de cinco días naturales y no conllevará el abono de derechos de alta o de 

acometida, salvo que sea necesario realizar una puesta en servicio, consecuencia de un 

cierre previo y puesta en seguridad de la instalación. 

4. En las leyes de Presupuestos Generales del Estado que se aprueben tras la entrada en 

vigor de este real decreto-ley, y con el fin de compensar en el Sistema Gasista la 

reducción de ingresos consecuencia de las medidas previstas en el apartado 1 anterior, 

se dotará un crédito en la sección presupuestaria del Ministerio para la Transición 

Ecológica y el Reto Demográfico por el importe equivalente a la reducción de ingresos 

para el Sistema Gasista atribuible a dichas medidas en el ejercicio anterior. 

El importe al que se refiere el párrafo anterior será transferido a la Comisión Nacional de los 

Mercados y la Competencia, e incorporado de una sola vez, como ingreso al sistema de 

liquidaciones del sistema gasista gestionado por ese organismo. 

 

Artículo 44. Suspensión de facturas de electricidad, gas natural y productos derivados del 

petróleo. 

1. Excepcionalmente y mientras esté en vigor el estado de alarma, los puntos de suministro 

de energía eléctrica, gas natural, gases manufacturados y gases licuados del 

petróleo por canalización, titularidad de autónomos que acrediten dicha condición 

mediante su alta en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 

por Cuenta Propia o Autónomos o asimilable y pequeñas y medianas empresas, tal 

y como se definen en el Anexo I del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión 

Europea, podrán solicitar, por medios que no supongan desplazamiento físico, a su 

comercializador o, en su caso, a su distribuidor, la suspensión del pago de las facturas 

que correspondan a periodos de facturación que contengan días integrados en el 

estado de alarma, incluyendo todos sus conceptos de facturación. 

En la solicitud de los consumidores deberán aparecer claramente identificados el titular del 

punto de suministro y el Código Universal de Punto de suministro (CUPS). 

2. En estos casos, las comercializadoras de electricidad quedarán eximidas de la obligación 

de abonar el peaje de acceso a las redes de transporte y distribución correspondiente 

a las facturas aplazadas a la empresa distribuidora, establecida en el párrafo d) del 

artículo 46.1 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, hasta que el 

consumidor abone la factura completa. 
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Las comercializadoras deberán comunicar a las distribuidoras la información relativa a los 

titulares de puntos de suministro, y los CUPS asociados, que han solicitado la 

suspensión del pago conforme al apartado anterior. 

3. Por su parte, las comercializadoras de gas natural quedarán eximidas de abonar el 

término de conducción del peaje de transporte y distribución correspondiente a las 

facturas aplazadas a la empresa distribuidora o transportista, establecida en el párrafo f) 

del artículo 81.2 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de Hidrocarburos, hasta 

que el consumidor abone la factura completa. 

Las comercializadoras deberán comunicar a las distribuidoras o transportistas la 

información relativa a los titulares de puntos de suministro, y los CUPS asociados, que han 

solicitado la suspensión del pago conforme al apartado anterior. 

4. Las comercializadoras de electricidad y gas natural y las distribuidoras de gases 

manufacturados y gases licuados del petróleo por canalización también quedarán 

eximidas de la liquidación del IVA, del Impuesto Especial de la Electricidad, en su 

caso, y del Impuesto Especial de Hidrocarburos, también en su caso, 

correspondientes a las facturas cuyo pago haya sido suspendido en virtud de esta 

medida, hasta que el consumidor las haya abonado de forma completa, o hayan 

transcurrido seis meses desde la finalización del estado de alarma. 

5. Una vez finalizado dicho estado de alarma, las cantidades adeudadas se 

regularizarán a partes iguales en las facturas emitidas por las comercializadoras 

de electricidad y gas natural y las distribuidoras de gases manufacturados y gases 

licuados del petróleo por canalización, correspondientes a los periodos de 

facturación en los que se integren los siguientes seis meses. Los autónomos y 

empresas que se acojan a la suspensión de la facturación recogida en este 

artículo no podrán cambiar de comercializadora de electricidad o gas natural, 

según el caso, mientras no se haya completado dicha regularización. 

6. Las comercializadoras de electricidad y gas natural, y las distribuidoras de gases 

manufacturados y gases licuados del petróleo por canalización, cuyos ingresos se vean 

reducidos como consecuencia de las medidas incluidas en el apartado 1 podrán solicitar 

los avales definidos en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de 

medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del 

COVID-19 o cualquier otra línea de avales creada de forma específica con este fin, por el 

importe por el que hayan visto reducidos sus ingresos, teniendo en cuenta las exenciones 

recogidas en el punto 2 para las comercializadoras de electricidad y en el punto 3 para las 

comercializadoras de gas natural. 

7. Las distribuidoras de electricidad y las distribuidoras y transportistas de gas natural, 

cuyos ingresos provisionales por recaudación de peajes se vean reducidos como 

consecuencia de las medidas incluidas en el apartado 2 podrán solicitar los avales 

definidos en el artículo 29 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, o cualquier otra 

línea de avales creada de forma específica con este fin, por el importe por el que hayan 
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visto reducidos sus ingresos. 

 

 

2.4. Aplazamiento extraordinario del calendario de reembolso en préstamos 

concedidos por Comunidades Autónomas y Entidades Locales a 

empresarios y autónomos afectados por la crisis sanitaria provocada por 

el COVID-19. (Artículo 50 del RD 11/2020) 

1. Aquellas empresas y trabajadores autónomos que sean prestatarios de créditos o 

préstamos financieros cuya titularidad corresponda a una Comunidad Autónoma o Entidad 

Local podrán solicitar el aplazamiento del pago de principal y/o intereses a satisfacer en lo 

que resta de 2020. Para optar a este aplazamiento extraordinario es necesario que la crisis 

sanitaria provocada por el COVID-19 o las medidas adoptadas para paliar la misma hayan 

originado en dichas empresas o autónomos periodos de inactividad, reducción significativa 

en el volumen de las ventas o interrupciones en el suministro en la cadena de valor que les 

dificulte o impida atender al pago de la misma. Dicha solicitud, deberá efectuarse siempre 

antes de que finalice el plazo de pago en periodo voluntario y deberá ser estimada de 

forma expresa por el órgano que dictó la resolución de concesión en los términos 

establecidos en este artículo. 

2. Este precepto solo afectará a los préstamos financieros concedidos exclusivamente por 

entidades incluidas en el sector Administraciones Públicas conforme a lo establecido en 

las letras a), b) y c) del artículo 2.1 de la Ley Orgánica 2/2012, de 27 de abril, de 

Estabilidad Presupuestaria y Sostenibilidad Financiera, y que tengan la consideración 

contable de pasivos financieros en los prestatarios, que serán entidades empresariales 

que no formen parte del sector público y trabajadores autónomos. 

El aplazamiento extraordinario regulado en este precepto no será aplicable cuando la 

Administración Pública prestamista ya haya adoptado una medida similar. 

En caso de que los préstamos financieros se hayan concedido en el marco de convenios 

con entidades de crédito, cualquier aplazamiento o modificación se realizará de acuerdo 

con dichas entidades. 

Sin perjuicio de las medidas que adopten la Administración correspondiente, tampoco será 

aplicable a préstamos participativos, operaciones de capital riesgo, instrumentos de 

cobertura, derivados, subvenciones, avales financieros y, en general, cualquier operación 

de carácter financiero que no se ajuste a préstamos financieros en términos de mercado. 

3. La solicitud presentada deberá incorporar: 

a) Una memoria justificativa en la que se acredite la insuficiencia de recursos ordinarios o 

dificultad grave para atender al pago de los vencimientos de acuerdo con lo establecido 

en el apartado anterior. Esta justificación deberá incluir un estado de las cuentas justo 

antes de que se produjese la situación a que se refiere el apartado 1, una explicación 
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cualitativa y cuantitativa de cómo se ha producido esta afectación, su valoración 

económica y financiera, así como un plan de actuación para paliar esos efectos. Podrá 

incluirse cualquier documento que se ajuste a derecho que acredite la insuficiencia o 

dificultad grave. La Administración afectada podrá aprobar un formulario normalizado de 

la solicitud y otra documentación anexa. 

b) Una declaración responsable de que la empresa está al corriente de sus obligaciones 

tributarias y con la Seguridad Social, de que no tiene deudas por reintegros de ayudas o 

préstamos con la Administración, y de que ha cumplido, en su caso, con sus obligaciones 

de presentación de cuentas ante el Registro Mercantil. 

c) Declaración responsable de que se respetan los límites de intensidad de ayuda 

permitidos y resto de regulación establecida por la normativa comunitaria en materia de 

ayudas de Estado. 

En caso de que la documentación anterior incluya datos falsos o sesgados y que hayan servido 

de fundamento para la concesión del aplazamiento, determinará el vencimiento 

anticipado de la totalidad del préstamo, sin perjuicio de otras responsabilidades aplicables. 

4. El aplazamiento podrá ser concedido por el órgano concedente de la Administración 

prestamista, previo informe favorable de la consejería o concejalía que tenga competencias 

en materia de hacienda y presupuestos. El plazo máximo para la resolución del 

procedimiento y su notificación es de un mes contado a partir de la presentación de la 

solicitud. Si transcurrido dicho plazo el órgano competente para resolver no hubiese 

notificado dicha resolución, los interesados estarán legitimados para entender desestimada 

la solicitud. Desde la solicitud del aplazamiento hasta 15 días después de su resolución 

expresa o presunta serán inaplicables las cláusulas de vencimiento anticipado vinculados 

al impago de los vencimientos del préstamo. 

5. La estimación de la solicitud llevará consigo la modificación del calendario de reembolsos, 

respetando el plazo máximo del préstamo, pudiendo las cuotas aplazadas ser objeto de 

fraccionamiento. Las cuotas aplazadas devengarán el tipo de interés fijado para el 

préstamo o crédito objeto del aplazamiento. En ningún caso, se aplicarán gastos ni costes 

financieros. 

 

3.  Medidas extraordinarias aplicables a las personas jurídicas de 

Derecho privado: Sociedades civiles, sociedades mercantiles, 

sociedades cooperativas y fundaciones. 

La originaria redacción del artículo 20 del RDL 8/20, ha sido modificada por completo por el 

RDL 11/2020, desde 1.4.2020. La nueva redacción se destaca en color azul: 
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3.1. Sesiones de los órganos de gobierno y administración: Redacción del 

RDL 8/2020 

 

1. Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, durante el periodo de alarma, las 

sesiones de los órganos de gobierno y de administración de las asociaciones, de las 

sociedades civiles y mercantiles, del consejo rector de las sociedades cooperativas y 

del patronato de las fundaciones podrán celebrarse por videoconferencia que asegure 

la autenticidad y la conexión bilateral o plurilateral en tiempo real con imagen y sonido de los 

asistentes en remoto. La misma regla será de aplicación a las comisiones delegadas y a las 

demás comisiones obligatorias o voluntarias que tuviera constituidas. La sesión se entenderá 

celebrada en el domicilio de la persona jurídica. 

2. Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, durante el periodo de alarma, los 

acuerdos de los órganos de gobierno y de administración de las asociaciones, de las 

sociedades civiles y mercantiles, del consejo rector de las sociedades cooperativas y 

del patronato de las fundaciones podrán adoptarse mediante votación por escrito y sin 

sesión siempre que lo decida el presidente y deberán adoptarse así cuando lo solicite, 

al menos, dos de los miembros del órgano. La misma regla será de aplicación a las 

comisiones delegadas y a las demás comisiones obligatorias o voluntarias que tuviera 

constituidas. La sesión se entenderá celebrada en el domicilio social. Será de aplicación 

a todos estos acuerdos lo establecido en el artículo 100 del Real Decreto 1784/1996, de 19 

de julio, por el que se aprueba el Reglamento del Registro Mercantil, aunque no se trate de 

sociedades mercantiles. 

3. El plazo de tres meses a contar desde el cierre del ejercicio social para que el 

órgano de gobierno o administración de una persona jurídica obligada formule las 

cuentas anuales, ordinarias o abreviadas, individuales o consolidadas, y, si fuera 

legalmente exigible, el informe de gestión, y para formular los demás documentos que 

sean legalmente obligatorios por la legislación de sociedades queda suspendido hasta 

que finalice el estado de alarma, reanudándose de nuevo por otros tres meses a contar 

desde esa fecha. 

4. En el caso de que, a la fecha de declaración del estado de alarma, el órgano de gobierno 

o administración de una persona jurídica obligada ya hubiera formulado las cuentas del 

ejercicio anterior, el plazo para la verificación contable de esas cuentas, si la auditoría 

fuera obligatoria, se entenderá prorrogado por dos meses a contar desde que finalice 

el estado de alarma. 
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5. La junta general ordinaria para aprobar las cuentas del ejercicio anterior se 

reunirá necesariamente dentro de los tres meses siguientes a contar desde que finalice 

el plazo para formular las cuentas anuales. 

6. Si la convocatoria de la junta general se hubiera publicado antes de la declaración 

del estado de alarma pero el día de celebración fuera posterior a esa declaración, el 

órgano de administración podrá modificar el lugar y la hora previstos para celebración de 

la junta o revocar el acuerdo de convocatoria mediante anuncio publicado con una 

antelación mínima de cuarenta y ocho horas en la página web de la sociedad y, si la 

sociedad no tuviera página web, en el «Boletín oficial del Estado». En caso de revocación 

del acuerdo de convocatoria, el órgano de administración deberá proceder a nueva 

convocatoria dentro del mes siguiente a la fecha en que hubiera finalizado el estado de 

alarma. 

7. El notario que fuera requerido para que asista a una junta general de socios y levante 

acta de la reunión podrá utilizar medios de comunicación a distancia en tiempo real que 

garanticen adecuadamente el cumplimiento de la función notarial. 

8. Aunque concurra causa legal o estatutaria, en las sociedades de capital los socios no 

podrán ejercitar el derecho de separación hasta que finalice el estado de alarma y las 

prórrogas del mismo que, en su caso, se acuerden. 

9. El reintegro de las aportaciones a los socios cooperativos que causen baja 

durante la vigencia del estado de alarma queda prorrogado hasta que transcurran seis 

meses a contar desde que finalice el estado de alarma. 

10. En el caso de que, durante la vigencia del estado de alarma, transcurriera el término 

de duración de la sociedad fijado en los estatutos sociales, no se producirá la disolución de 

pleno derecho hasta que transcurran dos meses a contar desde que finalice dicho 

estado. 

11. En caso de que, antes de la declaración del estado de alarma y durante la vigencia de 

ese estado, concurra causa legal o estatutaria de disolución de la sociedad, el plazo 

legal para la convocatoria por el órgano de administración de la junta general de socios a fin 

de que adopte el acuerdo de disolución de la sociedad o los acuerdos que tengan por objeto 

enervar la causa, se suspende hasta que finalice dicho estado de alarma. 

12. Si la causa legal o estatutaria de disolución hubiera acaecido durante la vigencia 

del estado de alarma, los administradores no responderán de las deudas sociales 

contraídas en ese periodo. 
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3.2. Redacción introducida por RDL 11/2020 desde 1.4.2020 

Trece. Modificación del artículo 40 del Real Decreto-Ley 8/2020, de 17 de marzo. Quedará 

redactado como sigue: 

«Artículo 40. Medidas extraordinarias aplicables a las personas jurídicas de Derecho privado. 

1. Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, durante el periodo de alarma, las 

sesiones de los órganos de gobierno y de administración de las asociaciones, 

de las sociedades civiles y mercantiles, del consejo rector de las sociedades 

cooperativas y del patronato de las fundaciones podrán celebrarse por 

videoconferencia o por conferencia telefónica múltiple, siempre que todos los 

miembros del órgano dispongan de los medios necesarios, el secretario del órgano 

reconozca su identidad, y así lo exprese en el acta, que remitirá de inmediato a las 

direcciones de correo electrónico de cada uno de los concurrentes. La misma regla 

será de aplicación a las comisiones delegadas y a las demás comisiones 

obligatorias o voluntarias que tuviera constituidas. La sesión se entenderá 

celebrada en el domicilio de la persona jurídica. Aunque los estatutos no lo hubieran 

previsto, durante el periodo de alarma, las juntas o asambleas de asociados o de 

socios podrán celebrarse por video o por conferencia telefónica múltiple 

siempre que todas las personas que tuvieran derecho de asistencia o quienes los 

representen dispongan de los medios necesarios, el secretario del órgano reconozca 

su identidad, y así lo exprese en el acta, que remitirá de inmediato a las direcciones 

de correo electrónico. 

2. Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, durante el periodo de alarma, los 

acuerdos de los órganos de gobierno y de administración de las asociaciones, 

de las sociedades civiles y mercantiles, del consejo rector de las sociedades 

cooperativas y del patronato de las fundaciones podrán adoptarse mediante 

votación por escrito y sin sesión siempre que lo decida el presidente y deberán 

adoptarse así cuando lo solicite, al menos, dos de los miembros del órgano. La misma 

regla será de aplicación a las comisiones delegadas y a las demás comisiones 

obligatorias o voluntarias que tuviera constituidas. La sesión se entenderá celebrada 

en el domicilio social. Será de aplicación a todos estos acuerdos lo establecido en el 

artículo 100 del Real Decreto 1784/1996, de 19 de julio, por el que se aprueba el 

Reglamento del Registro Mercantil, aunque no se trate de sociedades mercantiles. 

3. La obligación de formular las cuentas anuales, ordinarias o abreviadas, 

individuales o consolidadas, en el plazo de tres meses a contar desde el cierre del 

ejercicio social que incumbe al órgano de gobierno o administración de una persona 

jurídica y, cuando fuere legalmente exigible, el informe de gestión y demás 

documentos exigibles según la legislación de sociedades, queda suspendida hasta 

que finalice el estado de alarma, reanudándose de nuevo por otros tres meses 

a contar desde esa fecha. No obstante lo anterior, será válida la formulación de 
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las cuentas que realice el órgano de gobierno o administración de una persona jurídica 

durante el estado de alarma pudiendo igualmente realizar su verificación contable 

dentro del plazo legalmente previsto o acogiéndose a la prórroga prevista en el 

apartado siguiente. 

4. En el caso de que, a la fecha de declaración del estado de alarma o durante la vigencia 

del mismo, el órgano de gobierno o administración de una persona jurídica obligada 

hubiera formulado las cuentas del ejercicio anterior, el plazo para la verificación 

contable de esas cuentas, tanto si la auditoría fuera obligatoria como voluntaria, se 

entenderá prorrogado por dos meses a contar desde que finalice el estado de 

alarma. 

5. La junta general ordinaria para aprobar las cuentas del ejercicio anterior se reunirá 

necesariamente dentro de los tres meses siguientes a contar desde que finalice el 

plazo para formular las cuentas anuales. 

6. Si la convocatoria de la junta general se hubiera publicado antes de la 

declaración del estado de alarma pero el día de celebración fuera posterior a esa 

declaración, el órgano de administración podrá modificar el lugar y la hora previstos 

para celebración de la junta o revocar el acuerdo de convocatoria mediante anuncio 

publicado con una antelación mínima de cuarenta y ocho horas en la página web de 

la sociedad y, si la sociedad no tuviera página web, en el «Boletín oficial del Estado». 

En caso de revocación del acuerdo de convocatoria, el órgano de administración 

deberá proceder a nueva convocatoria dentro del mes siguiente a la fecha en que 

hubiera finalizado el estado de alarma. 

En relación con la propuesta de aplicación del resultado, las sociedades 

mercantiles que, habiendo formulado sus cuentas anuales, convoquen la junta general 

ordinaria a partir de la entrada en vigor de la presente disposición, podrán sustituir la 

propuesta de aplicación del resultado contenida en la memoria por otra propuesta. 

El órgano de administración deberá justificar con base a la situación creada por el 

COVID-19 la sustitución de la propuesta de aplicación del resultado, que deberá 

también acompañarse de un escrito del auditor de cuentas en el que este indique que 

no habría modificado su opinión de auditoría si hubiera conocido en el momento de 

su firma la nueva propuesta. 

Tratándose de sociedades cuya junta general ordinaria estuviera convocada, el 

órgano de administración podrá retirar del orden del día la propuesta de aplicación del 

resultado a efectos de someter una nueva propuesta a la aprobación de una junta 

general que deberá celebrarse también dentro del plazo legalmente previsto para la 

celebración de la junta general ordinaria. La decisión del órgano de administración 

deberá publicarse antes de la celebración de la junta general ya convocada. En 

relación con la nueva propuesta deberán cumplirse los requisitos de justificación, 

escrito de auditor de cuentas señalados en el párrafo anterior. La certificación del 

órgano de administración a efectos del depósito de cuentas se limitará, en su caso, a 
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la aprobación de las cuentas anuales, presentándose posteriormente en el Registro 

Mercantil certificación complementaria relativa a la aprobación de la propuesta de 

aplicación del resultado. 

7. El notario que fuera requerido para que asista a una junta general de socios y levante 

acta de la reunión podrá utilizar medios de comunicación a distancia en tiempo real 

que garanticen adecuadamente el cumplimiento de la función notarial. 

8. Aunque concurra causa legal o estatutaria, en las sociedades de capital los socios no 

podrán ejercitar el derecho de separación hasta que finalice el estado de alarma y 

las prórrogas del mismo que, en su caso, se acuerden. 

9. El reintegro de las aportaciones a los socios cooperativos que causen baja 

durante la vigencia del estado de alarma queda prorrogado hasta que transcurran seis 

meses a contar desde que finalice el estado de alarma. 

10. En el caso de que, durante la vigencia del estado de alarma, transcurriera el término 

de duración de la sociedad fijado en los estatutos sociales, no se producirá la 

disolución de pleno derecho hasta que transcurran dos meses a contar desde que 

finalice dicho estado. 

11. En caso de que, antes de la declaración del estado de alarma y durante la vigencia 

de ese estado, concurra causa legal o estatutaria de disolución de la sociedad, 

el plazo legal para la convocatoria por el órgano de administración de la junta general 

de socios a fin de que adopte el acuerdo de disolución de la sociedad o los acuerdos 

que tengan por objeto enervar la causa, se suspende hasta que finalice dicho estado 

de alarma. 

12. Si la causa legal o estatutaria de disolución hubiera acaecido durante la vigencia 

del estado de alarma, los administradores no responderán de las deudas sociales 

contraídas en ese periodo.» 

4. Suspensión del plazo de caducidad de los asientos del registro 

durante la vigencia del real decreto de declaración del estado de 

alarma. 

 

Durante la vigencia del estado de alarma y, en su caso, las prórrogas del mismo que 

pudieran acordarse, se adoptarán las siguientes medidas: 

Primera. Se suspende el plazo de caducidad de los asientos de presentación, de las 

anotaciones preventivas, de las menciones, de las notas marginales y de cualesquiera otros 

asientos registrales susceptibles de cancelación por el transcurso del tiempo. 

Segunda. El cómputo de los plazos se reanudará al día siguiente de la finalización 

del estado de alarma o de su prórroga en su caso. 
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5. Procedimientos concursales 

5.1. Plazo del deber de solicitud de concurso. 

1. Mientras esté vigente el estado de alarma, el deudor que se encuentre en estado 

de insolvencia no tendrá el deber de solicitar la declaración de concurso. Hasta que 

transcurran dos meses a contar desde la finalización del estado de alarma, los jueces 

no admitirán a trámite las solicitudes de concurso necesario que se hubieran 

presentado durante ese estado o que se presenten durante esos dos meses. Si se 

hubiera presentado solicitud de concurso voluntario, se admitirá éste a trámite, con 

preferencia, aunque fuera de fecha posterior. 

2. Tampoco tendrá el deber de solicitar la declaración de concurso, mientras esté vigente 

el estado de alarma, el deudor que hubiera comunicado al juzgado competente para la 

declaración de concurso la iniciación de negociación con los acreedores para alcanzar 

un acuerdo de refinanciación, o un acuerdo extrajudicial de pagos, o para obtener 

adhesiones a una propuesta anticipada de convenio, aunque hubiera vencido el plazo a 

que se refiere el apartado quinto del artículo 5 bis de la Ley 22/2003, de 9 de julio, Concursal. 

 

5.2. Previsiones en materia de concursos de acreedores. Novedades 

introducidas por el RD Ley 11/20 desde 1-4-2020 

 

Disposición transitoria cuarta. 

1. Si a la fecha de entrada en vigor de este Real Decreto Ley se hubiera dictado auto por el 

juez del concurso acordando la aplicación de las medidas previstas en los artículos 22 y 23 

del Real Decreto Ley 8/2020, de 17 de marzo, la resolución judicial tendrá plenos efectos 

para el reconocimiento de las prestaciones previstas en el capítulo II de esa norma legal. 

2. Las solicitudes presentadas en las que no se haya dictado resolución por el juez del 

concurso deberán remitirse a la autoridad laboral y continuarán su tramitación por el 

procedimiento y con las especialidades previstas en los artículos 22 y 23 del Real Decreto 

Ley 8/2020, de 17 de marzo. Las actuaciones previamente practicadas y el periodo de 

consultas que estuviera en curso o se hubiera celebrado conservarán su validez a los 

efectos del nuevo procedimiento. 
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5.3. Medidas para sostener la actividad económica ante las dificultades 

transitorias consecuencia del COVID-19. Medidas de apoyo a la 

industrialización 

5.3.1. Refinanciación de los préstamos concedidos por la SGIPYME (Artículo 39 RD 11/2020). 

 

 

1. Los beneficiarios de concesiones de préstamos a proyectos industriales otorgados por la 

SGIPYME podrán solicitar modificaciones del cuadro de amortización del mismo 

durante el plazo de 2 años y medio contados desde la entrada en vigor del Real 

Decreto 463/2020, de 14 de marzo; siempre y cuando la crisis sanitaria provocada por el 

COVID-19 haya provocado periodos de inactividad del beneficiario, reducción en 

el volumen de sus ventas o interrupciones en el suministro en la cadena de valor. 

Dicha solicitud deberá ser resuelta de forma expresa por el órgano que dictó la 

resolución de concesión. El plazo para la resolución será de 6 meses desde la 

presentación de la solicitud. Si transcurrido dicho plazo el órgano competente para 

resolver no hubiese notificado dicha resolución, los interesados estarán legitimados para 

entender desestimada la solicitud. 

2. La solicitud presentada deberá incorporar: 

a) Una memoria justificativa en la que se motive adecuadamente la dificultad de atender 

al calendario de pagos vigente de acuerdo con lo establecido en el apartado 

anterior. Esta justificación deberá incluir un balance y cuenta de pérdidas y ganancias 

provisionales justo antes de que se produjese la situación a que se refiere el apartado 

1, una explicación cualitativa y cuantitativa de cómo se ha producido esta afectación, 

su valoración económica y financiera, así como un plan de actuación para paliar esos 

efectos. 

b) En el caso de que el plazo de realización de las inversiones no hubiera finalizado, deberá 

incluirse una memoria técnica y económica justificativa de las inversiones realizadas 

con cargo al préstamo hasta ese momento y desglosado por partidas. Se incluirá una 

tabla con los datos de las inversiones y gastos ejecutados (facturas y pagos), así como 

de los compromisos de gasto realizados, todo ello debidamente acreditado. 

c) Una declaración responsable de que la empresa está al corriente de sus obligaciones 

tributarias y con la seguridad social, de que no tiene deudas por reintegros de ayudas o 

préstamos con la Administración, y de que ha cumplido con sus obligaciones de 

presentación de cuentas ante el Registro Mercantil. 

3. No podrán autorizarse modificaciones del calendario en los siguientes casos: 

a) Que no exista una afectación suficientemente acreditada que justifique esa 

modificación. 
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b) Que la empresa no esté al corriente de sus obligaciones tributarias y con la Seguridad 

Social. 

c) Que la empresa tenga deudas por reintegro de ayudas o préstamos con la 

Administración. 

d) Que la empresa no tenga cumplidas sus obligaciones de presentación de cuentas ante 

el Registro Mercantil. 

e) Que el vencimiento de deuda sea consecuencia de un reintegro por incumplimiento o 

renuncia. 

f) Que en el caso de proyectos que se encuentren dentro del plazo de justificación de 

inversiones, no exista un grado de avance suficiente y que no garantice el cumplimiento 

de los objetivos comprometidos en la resolución de concesión. 

4. Las modificaciones del cuadro de amortización podrán consistir en: 

a) Aumento del plazo máximo de amortización. 

b) Aumento del plazo máximo de carencia, si aún no se hubiera producido vencimiento 

de alguna cuota de principal. 

c) Otras modificaciones que cumplan con lo establecido en el punto 5 de este artículo. 

5. Las modificaciones que se concedan se realizarán de forma que se respeten los mismos 

niveles máximos de intensidad de ayuda y mismos niveles de riesgo que en el momento 

de la concesión. La ayuda equivalente se calculará en el momento de la concesión de 

la modificación del cuadro de amortización. Para ello podrán realizarse modificaciones 

del tipo de interés y/o de las garantías asociadas a los préstamos. 

 

6. Durante el plazo de dos años y medio contados desde la entrada en vigor del Real 

Decreto 463/2020, de 14 de marzo, y siempre que se haya finalizado la verificación 

técnico-económica del proyecto, se permitirá la subrogación de una entidad de crédito 

en la obligación de devolución del préstamo por parte del beneficiario. En aquellos 

préstamos con tipo de interés, se podrá disminuir el tipo de interés a asumir por la 

entidad de crédito, respetando el tipo de interés mínimo exigible para los préstamos 

otorgados por el Estado, fijado en la correspondiente Ley de Presupuestos Generales 

del Estado. 

 

7. Los programas a los que se aplica esta medida son los programas de la SGIPYME de 

Reindustrialización, Competitividad de Sectores Estratégicos Industriales, 

Competitividad del Sector Automoción, Reindustrialización y Fortalecimiento de la 

Competitividad Industrial, Industria Conectada 4.0 e I+D+i en el ámbito de la industria 

manufacturera. 

 

8. Quedan suspendidos por el plazo de dos años y medio contados desde la entrada en 
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vigor del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, los artículos de las órdenes de bases 

y de las convocatorias, en virtud de las cuales se otorgaron los préstamos afectados por 

esta medida, en todo lo que contradigan lo dispuesto en este artículo. 

 

5.3.2. Devolución de gastos y concesión de ayudas por cancelación de actividades de 

promoción del comercio internacional y otros eventos internacionales (Artículos 40 y 41 

del RD 11/2020) 

5.3.2.1. ICEX: 

1. Se habilita a ICEX España Exportación e Inversiones para la 

devolución a las empresas que hayan incurrido en gastos no recuperables 

en esta o futuras ediciones, de las cuotas pagadas para la participación en 

las ferias, u otras actividades de promoción de comercio internacional, que 

hayan sido convocadas por la entidad, cuando estas sean canceladas, 

gravemente afectadas o aplazadas por el organizador como consecuencia del 

COVID 19. En el supuesto de aplazamiento la empresa deberá justificar 

motivadamente su imposibilidad de acudir a la nueva edición. 

2. Se habilita a conceder y pagar ayudas a las empresas que fueran a 

participar en los eventos internacionales organizados a través de las 

entidades colaboradoras de ICEX y a las propias entidades colaboradoras, 

en función de los gastos incurridos no recuperables en esta o futuras 

ediciones, cuando las actividades sean canceladas como consecuencia del 

COVID 19. 

 

5.3.2.2. EMPRENDETUR. 

Con carácter general se suspende, sin necesidad de solicitud previa 

y durante un período de un año, el pago de intereses y amortizaciones 

correspondientes a préstamos concedidos por la Secretaría de Estado 

de Turismo  

En consecuencia, los pagos en concepto de intereses y amortizaciones de 

los referidos préstamos que debieran realizarse por los prestatarios a partir 

de la entrada en vigor de este real decreto-ley, serán exigibles en la misma 

fecha del año siguiente al que figura en la resolución de concesión del 

préstamo, sin que ello implique el devengo de intereses adicionales. 

 

5.4. Resolución de contratos de compraventa y/o prestación de servicios 

El Real Decreto-ley 15/2020 modifica una cláusula general de resolución de contratos en la 

que no requiere requisito alguno de “vulnerabilidad” (artículo 36 RD Ley 11/20). Quizá sea lo 
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más sencillo a la par que contundente. Al menos evitamos el sin fin de requisitos burocráticos 

que hemos ido detallando a lo largo de las medidas analizadas anteriormente.  

Cinco. Se modifica el apartado 1 del artículo 36, que queda redactado de la siguiente manera: 

«1. Si como consecuencia de las medidas adoptadas durante la vigencia del estado de alarma 

los contratos suscritos por los consumidores y usuarios, ya sean de compraventa de bienes o 

de prestación de servicios, incluidos los de tracto sucesivo, resultasen de imposible 

cumplimiento, el consumidor y usuario tendrá derecho a resolver el contrato durante 

un plazo de 14 días desde la imposible ejecución del mismo.  

La pretensión de resolución solo podrá ser estimada cuando no quepa obtener de la 

propuesta o propuestas de revisión ofrecidas por cada una de las partes, sobre la base de la 

buena fe, una solución que restaure la reciprocidad de intereses del contrato. Las 

propuestas de revisión podrán abarcar, entre otras, el ofrecimiento de bonos o vales 

sustitutorios al reembolso.  

A estos efectos, se entenderá que no cabe obtener propuesta de revisión que restaure la 

reciprocidad de intereses del contrato cuando haya transcurrido un periodo de 60 días 

desde la solicitud de resolución contractual por parte del consumidor o usuario sin que 

haya acuerdo entre las partes sobre la propuesta de revisión.» 

6. Servicio ejecutivo de la Comisión de prevención blanqueo de 

capitales (SECPBLAC) 

 

6.1. Medidas provisionales para la expedición de certificados electrónicos 

cualificados (Novedades introducidas por la Disposición adicional 

undécima del RDL 11/20 desde 1.4.2020:  

 

Durante la vigencia del estado de alarma, decretado por el Real Decreto 463/2020, de 14 

de marzo, se permitirá la expedición de certificados electrónicos cualificados de acuerdo 

con lo previsto en el artículo 24.1.d) del Reglamento (UE) 910/2014, de 23 de julio, relativo 

a la identificación electrónica y los servicios de confianza para las transacciones 

electrónicas en el mercado interior. A tal efecto, el organismo supervisor aceptará 

aquellos métodos de identificación por videoconferencia basados en los 

procedimientos autorizados por el Servicio Ejecutivo de la Comisión de Prevención 

del Blanqueo de Capitales e Infracciones Monetarias o reconocidos para la 

expedición de certificados cualificados por otro Estado miembro de la Unión 

Europea. La equivalencia en el nivel de seguridad será certificada por un organismo de 

evaluación de la conformidad. Los certificados así emitidos serán revocados por el 
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prestador de servicios al finalizar el estado de alarma, y su uso se limitará exclusivamente 

a las relaciones entre el titular y las Administraciones públicas. 

 

6.2. Tramitación de la autorización de operaciones en curso y de 

operaciones de importe reducido incluidas en el artículo 7 bis de la Ley 

19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de 

capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre 

determinadas medidas de prevención del blanqueo de capitales. 

(Novedades introducidas por la DT segunda del RDL 11/20 desde 

1.4.2020) 

 

1. De forma transitoria, se regirán por el procedimiento simplificado establecido en el apartado 

2 de esta Disposición las solicitudes de autorización administrativa previa de las 

operaciones de inversión directa extranjera incluidas en el artículo 7 bis de la Ley 19/2003, 

de 4 de julio, descritas a continuación: 

a) Aquéllas respecto de las cuales se acredite, por cualquier medio válido en derecho, la 

existencia de acuerdo entre las partes o una oferta vinculante en los que el precio hubiera 

sido fijado, determinado o determinable, con anterioridad a la entrada en vigor del Real 

Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente 

al impacto económico y social del COVID-19. 

b) Aquéllas cuyo importe sea igual o superior a 1 millón de euros e inferior a 5 millones de 

euros hasta que entre en vigor la normativa de desarrollo del artículo 7.bis. 

2. Las solicitudes se dirigirán a la persona titular de la Dirección General de Comercio 

Internacional e Inversiones, que las resolverá previo informe de la Junta de Inversiones 

Exteriores, aplicando de oficio la tramitación simplificada del procedimiento prevista en el 

artículo 96 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de 

las Administraciones Públicas. 

Así mismo, de forma transitoria y hasta que el importe mínimo a que se refiere el último 

párrafo del artículo 7 bis.1 de la Ley 19/2003, de 4 de julio, quede establecido 

reglamentariamente, se entenderán exentas de la obligación de autorización previa las 

operaciones de inversión cuyo importe sea inferior a 1 millón de euros».  
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6.3. Modificaciones introducidas por el RDL 11/2020, en su Disposición final 

tercera.  

 

Modificación de la Ley 19/2003, de 4 de julio, sobre régimen jurídico de los movimientos de 

capitales y de las transacciones económicas con el exterior y sobre determinadas 

medidas de prevención del blanqueo de capitales. 

La Ley 19/2003, de 4 de julio, se modifica en los siguientes términos: 

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 7 bis, que queda redactado de la siguiente manera: 

«Artículo 7 bis. Suspensión del régimen de liberalización de determinadas inversiones 

extranjeras directas en España. 

1. A efectos de lo establecido en este artículo se consideran inversiones extranjeras directas 

en España todas aquellas inversiones como consecuencia de las cuales el inversor pase a 

ostentar una participación igual o superior al 10 por 100 del capital social de la sociedad 

española, o cuando como consecuencia de la operación societaria, acto o negocio jurídico 

se participe de forma efectiva en la gestión o el control de dicha sociedad, siempre que 

concurra una de estas circunstancias: 

a) Que se realicen por residentes de países fuera de la Unión Europea y de la Asociación 

Europea de Libre Comercio. 

b) Que se realicen por residentes de países de la Unión Europea o de la Asociación 

Europea de Libre Comercio cuya titularidad real corresponda a residentes de países 

de fuera de la Unión Europea y de la Asociación Europea de Libre Comercio. Se 

entenderá que existe esa titularidad real cuando estos últimos posean o controlen en 

último término, directa o indirectamente, un porcentaje superior al 25% del capital o de 

los derechos de voto del inversor, o cuando por otros medios ejerzan el control, directo o 

indirecto, del inversor. 

Podrá establecerse reglamentariamente el importe por debajo del cual las operaciones de 

inversión directa extranjera quedarán exentas de someterse al régimen de autorización 

previa.» 

 


